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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DUAL DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta y uno (31) de marzo de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.290
Hora: 10:50 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora Neyireth Briceño Ramírez, actuando en representación de la Superintendencia de Industria y Comercio con sede en Bogotá, en contra del fallo emitido el 13 de febrero de 2017 por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el representante legal del Colegio Saint George School Pereira S.A.S. en contra de esa entidad.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informó el apoderado judicial que el Colegio Anglo Hispano Pereira Ltda. fue constituido el 6 de febrero de 2006 mediante escritura pública No.315 de la Notaría 2ª de Pereira, el cual cambió su nombre el 10 de agosto de 2010 por Saint George School Pereira S.A.S., es decir, que desde esa fecha viene prestando servicios educativos con única sede en la ciudad, donde ha desarrollado su propia imagen corporativa, con materiales impresos, registrándose también ante la Secretaría de Educación Municipal, Ministerio de Educación Nacional y demás organismos de este carácter educativo con su nombre y enseña. 

Indicó que la Fundación San Jorge de la ciudad de Bogotá  demandó a la Sociedad Saint George School Pereira mediante un proceso verbal jurisdiccional de infracción de marca y nombre comercial, el cual quedó radicado al No.2016-438111 por el presunto uso  indebido de la marca Saint George´s School – Colegio San Jorge de Inglaterra, demanda que correspondió conocerla a la Superintendencia de Industria y Comercio Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales Grupo de Competencia Desleal y Propiedad Industrial, donde se solicitó que se declarara la infracción de las marcas y enseñas “ST. GEORGE´S SCHOOL 1958; ST. GEORGE´S SCHOOL BOGOTÁ Est 1958; SAINT GEORGÉS SCHOOL, SGS; COLEGIO SAN JORGE DE INGLATERRA”; así como, el pago de supuestos perjuicios que ascienden a la suma de $3.600.000.000, suma que consideró desproporcionada, absurda y temeraria, fuera de otras pretensiones.
Informó que la Fundación San Jorge de Bogotá solicitó dentro del trámite antes señalado, el decreto de medidas cautelares con el fin de que Saint Jorge School de Pereira se abstenga de usar la expresión “SAINT GEORGE” o una similar,  así como sus  elementos figurativos similares confundibles con las marcas del demandante, abstenerse de hacer publicidad oral, escrita, digital, impresa en cualquier medio o forma en relación con servicios educativos a partir de la expresión análoga o similarmente confundible con aquellas en idiomas español o inglés; medidas que fueron decretadas con Autos Nos.112144 del 1º de diciembre de 2016 y No.118830 del 22 de diciembre de 2016.

Consideró que las medidas aludidas le causan un perjuicio irremediable para los negocios de su representada, pues tendría que tener otro nombre y denominación asumiendo la pérdida de identidad de los miembros, así como alumnos y egresados, iniciar una serie de trámites legales ante la Secretaría de Educación del Municipio y demás entidades, que son imposibles de ejecutar en solo 10 días, sumando los gastos por diseño de una nueva imagen corporativa, sitio web, nuevo nombre, etc. De tal manera, que el cumplimento de las medidas se mantendrán durante todo el proceso hasta que la sentencia esté en firme y en el evento de no prosperar la demanda, los efectos estarán consolidados y terminarán por ser definitivos, pues su representado ya habrá tenido una nueva enseña comercial, razón social y nombre comercial, es decir se invertirían recursos publicitarios posicionando una nueva identidad sin saber aun quién saldrá vencedor en el juicio.  En tal sentido, aseguró que la Superintendencia de Industria y comercio Delegatura para Asuntos Judiciales admitió las medidas cautelares a través de una interpretación sesgada de la norma contenida en la Decisión 486 de 2000, descontextualizando la realidad del uso del nombre y marca de su representada.
Por lo anterior, solicitó: i) tutelar el derecho fundamental al debido proceso; ii)  declarar que los Autos Nº 112144 del 1º de diciembre de 2016 y Nº118830 del 22 de diciembre de 2016 expedidos por la autoridad accionada; iii) ordenar la suspensión provisional de las medidas cautelares decretadas mediante Autos Nº 112144 del 1º de diciembre de 2016 y Nº 118830 del 22 de diciembre de 2016, hasta tanto se decida de fondo la litis o en su defecto la oposición a las mismas dentro del proceso y iv) “decretar” (sic) a la Superintendencia de Industria y Comercio Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales Grupo de Competencia Desleal y Propiedad Industrial que reconozca el derecho que tiene la sociedad Saint Geroge School de Pereira S.A.S.  (Fls. 1-11)
2.3. Se tuvieron como pruebas las allegadas a folios 12 al 156.
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

La Coordinadora del Grupo de Gestión Judicial de la entidad accionada informó que por competencia legal se admitió la demanda instaurada por la empresa Fundación San Jorge de Bogotá por infracción marcaria con solicitud de medidas cautelares, las cuales fueron decretadas mediante Auto No.112144 de diciembre de 2016, ante el cumplimiento de los requisitos de los artículos 245 y 249 de la Decisión 486 del 2000, toda vez que se halló que la infracción marcaria endilgada es la contenida en el artículo 155 en la mencionada decisión que se refiere a “usar en el comercio un signo idéntico o similar a la marca respecto de cualesquiera productos o servicios, cuando tal uso pudiese causar confusión o un riesgo de asociación con el titular del registro. Tratándose del uso de un signo idéntico para productos o servicios idénticos se presumirá que existe riesgo de confusión (…)”
Lo anterior, por cuanto se estableció que el demandante es titular de las marcas: “ST. GEORGE`S SCHOOL”, “SAINT GEORGE`S SCHOOL, SGS” “COLEGIO SAN JORGE DE INGLATERRA” y “FUNDACIÓN SAN JORGE” (nominativa y mixta) para amparar productos de la clase 16, 41 de la clasificación internacional de Niza, entre otras, las cuales se encuentran vigentes dentro de los certificados y registros públicos de propiedad privada industrial, lo que evidencia la titularidad de los derechos marcarios, así como su legitimidad para solicitar la protección de dichos derechos.

Indicó que con las pruebas obrantes en el expediente jurisdiccional, hasta esta etapa y sin perjuicio que estos varíen con el avance del proceso, se puede decir que la sociedad demandada es la propietaria del establecimiento educativo denominado “SAINT GEORGE SCHOOL PEREIRA”, la cual coincide con la marca nominativa de la titularidad del demandante, diferenciándose únicamente por no usar la letra “S” y por no utilizar las siglas SGS al final, haciendo evidente tanto el uso como el riesgo de confusión o de asociación entre los dos colegios, lo que hizo necesario el decreto de la medida cautelar.
Precisó que la naturaleza de las decisiones cuya legalidad se pretende debatir mediante la acción de tutela impetrada, son de carácter jurisdiccional, por lo tanto, la acción de tutela sólo procede si se cumple con los requisitos generales y específicos determinados en la sentencia C-590 de 2005, lo que considera no se dan en el caso en concreto.

Señaló que el demandante no presentó recurso alguno contra la decisión proferida por la Delegatura de Asuntos Jurisdiccionales, además, no ha esperado a que se haga pronunciamiento alguno sobre la solicitud de levantamiento de medidas cautelares. 

Solicitó se declarara improcedente la acción constitucional por tratarse de temas que son de carácter jurisdiccional y por no existir un perjuicio irremediable, que se declarara que esa Superintendencia no vulneró los derechos fundamentales de la tutelante y en consecuencia, se desecharan las pretensiones invocadas por el demandante. (Fls. 161-165).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 13 de febrero de 2017 el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, resolvió tutelar el derecho fundamental al debido proceso en favor del  Colegio SAINT GEORGE SCHOOL PEREIRA y dejó  sin efecto las medidas cautelares ordenadas mediante los Autos Nos.118830 y 112144, expedidos por la Superintendencia de Industria y Comercio, hasta que se dirima el conflicto en forma definitiva, toda vez que consideró que la Superintendencia de Industria y Comercial al decretar esas medidas actuó de manera prematura y desmedida, al concluir que ya se configuró la infracción en la que se fundamenta demanda tramitada ante esa Superintendencia, lo que significa una anticipación al fallo de fondo, por cuanto la imposición de las medidas constituye una sanción, más que una medida provisional, fuera de que se afectó el derecho de defensa del Colegio demandado (Fls. 166-169).
La Superintendencia de Industria y Comercio fue notificada del contenido del fallo de tutela mediante el oficio No.282 del 13 de febrero, el cual fue enviado por  correo electrónico el 15 de febrero de 2017 (Fl. 174). 
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 20 de febrero de 2017, la Coordinadora del Grupo de Gestión Judicial de la Superintendencia de Industria y Comercio, reiteró que la acción de tutela es improcedente por cuanto el asunto debatido es de carácter jurisdiccional, salvo que cumpla con lo previsto en la sentencia C-590 de 2005, lo que no se configura en el caso concreto.

Informó que el accionante no presentó recurso alguno contra la decisión proferida por la Delegatura de asuntos Jurisdiccionales y no ha esperado a que exista un pronunciamiento sobre la solicitud de levantamiento de las medidas cautelares, teniendo las oportunidades necesarias en el proceso para solicitar la modificación, sustitución o cese, sin que tampoco se haya evidenciado un perjuicio irremediable para realizar la petición a través de la acción tutelar.
Consideró que las medidas cautelares no se tomaron caprichosamente, toda vez que se pudo presumir razonablemente que la entidad demandada ha utilizado una marca que hace evidente el riesgo de confusión o de asociación entre los dos colegios, lo que hizo necesario el decreto de las medias cautelares, de conformidad con lo establecido en la normatividad Andina.
Solicitó que se revocara la decisión del A-quo y que en consecuencia se declarara improcedente la tutela, ya que la Superintendencia de Industria y Comercio no vulneró los derechos fundamentales de la parte actora y en consecuencia, no se accediera a las pretensiones invocadas. (Fls. 178–184).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO 
Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la parte accionada. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Teniendo en cuenta la excepcionalidad de la acción es necesario estudiar  si no existía otro medio eficaz para resolver la solicitud que se presentó en la acción de tutela o si existe un perjuicio irremediable dándole a la acción de tutela un poder transitorio gracias al principio de subsidiaridad para la protección preventiva del derecho vulnerado, como lo explica la Corte Constitucional en la Sentencia T- 753 de 2006 cuando indicó que: “Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiaridad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional”.
6.6.1. La competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio para dirimir casos como el que aquí se le relaciona, según lo mencionado por la Corte 
Constitucional en la Sentencia T-660 de 2003, así:
“La Constitución prevé que el cumplimiento de las funciones constitucional, legislativa, administrativa y judicial pueda estar a cargo de diferentes órganos del Estado. Así, el poder constituyente de reforma puede ejercerse por el Congreso de la República, una asamblea constituyente o el pueblo (art. 374); la función legislativa admite además la participación del pueblo a través de referendo (art. 170) y del Gobierno Nacional a través de la delegación que otorgue el Congreso de la República (art. 150-10); la función administrativa se atiende no sólo en la Rama Ejecutiva del Poder Público, sino también en las demás Ramas y órganos del Estado (arts. 113 y 209), y la función judicial, si bien está por principio asignada a los funcionarios y corporaciones de la Rama Judicial, también puede ser ejercida por el Congreso, por determinadas autoridades administrativas y por particulares, dentro del marco que fije la Constitución y la ley (art. 116)
. 
En cuanto al cumplimiento de atribuciones de carácter jurisdiccional por autoridades administrativas, el artículo 116 de la Carta establece lo siguiente: “Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinadas autoridades administrativas. Sin embargo no les será permitido adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos”. 

En desarrollo de este precepto, la Ley 446 de 1998 estableció en el artículo 143 que “La Superintendencia de Industria y Comercio tendrá respecto de las conductas constitutivas de la competencia desleal las mismas atribuciones señaladas legalmente en relación con las disposiciones relativas a promoción de la competencia y prácticas comerciales restrictivas”. Y en el artículo 144 dispuso que “En las investigaciones por competencia desleal la Superintendencia de Industria y Comercio seguirá el procedimiento previsto para las infracciones al régimen de promoción de la competencia y prácticas comerciales restrictivas, y podrá adoptar las medidas cautelares contempladas en las disposiciones legales vigentes”. 

6.7. Como se indicó inicialmente, la acción de tutela por ser su naturaleza de carácter subsidiario o supletorio, no se puede utilizar para sustituir los trámites legales ordinarios o especiales, o para variar las reglas de la competencia.  A tal conclusión se llega, si se tiene en cuenta que el objetivo de la acción constitucional es la protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales y según el artículo 86 de la Constitución Política el amparo es procedente “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública” y dicha norma expresamente señala “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 

6.8.  De conformidad con los hechos expuestos por el apoderado judicial de la sociedad Saint George School Pereira S.A.S., la Sala observa que el mismo acude al juez constitucional con el fin de que se suspendan provisionalmente las medidas cautelares decretadas por la Superintendencia de Industria y Comercio Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales mediante el Auto No.118830 del 22 de diciembre de 2016.

6.9.  Así las cosas, este Tribunal considera que la parte actora cuenta con otro medio de defensa judicial para reclamar lo pretendido, como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contenciosa administrativa por cuanto el mismo se constituye un mecanismo de protección judicial idóneo, en el que además existe la posibilidad de solicitar la suspensión provisional de los actos administrativos que estima vulneradores del derecho fundamental al debido proceso que reclama por esta vía, tal como lo ha indicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 cuando reiteró que la acción de nulidad y la medida de suspensión provisional que puede adoptarse en ella son eficaces para tal fin, así: 

“La Corte ha concluido que la posibilidad que tienen los actores de acudir a la jurisdicción contencioso administrativa, a menos de que se evidencie la existencia de un perjuicio irremediable que amerite la protección constitucional como mecanismo transitorio, hace improcedente el amparo solicitado. Ha  considerado esta Corporación que la acción de nulidad y restablecimiento del derecho (Art. 85 C.C.A)  es un instrumento procesal  idóneo y eficaz para alcanzar la protección judicial derivada de posibles irregularidades en el proceso disciplinario, teniendo en cuenta que al demandarse la nulidad de un acto administrativo se cuenta con la posibilidad de solicitar su suspensión provisional, por estimar que manifiestamente contradice una norma superior a la cual se encuentra subordinado, medida cautelar que hace perder al acto su fuerza ejecutoria mientras se emite la decisión de mérito sobre la legalidad de aquel (Arts. 238 C. Pol. y 152 y s.s C.C.A.). Además, en relación con el perjuicio irremediable, ha dicho la Corporación que la sanción disciplinaria en sí misma no puede considerarse un perjuicio de tal índole”.
 

6.10. Significa lo anterior, que el accionante tiene a su alcance la vía contencioso-administrativa para invocar las razones aquí planteadas, con miras a que el juez natural tome la decisión que en derecho corresponda, máxime que en esa instancia también puede solicitarse la suspensión provisional, medida cautelar prevista por el Código Contencioso Administrativo contra los actos administrativos de contenido particular, siempre que se cumplan ciertos requisitos legales  y que de hallarse fundada es suficiente para suspender, mientras se decide el asunto, una eventual ilegalidad manifiesta de lo resuelto por la Superintendencia de Industria y Comercio en los Autos Nos.112144 del 1º de diciembre de 2016 y No.118830 del 22 de diciembre de 2016 en contra de los cuales no se interpuso recurso alguno, según lo afirmado por la representante de la entidad accionada.   De tal manera, que uno de los presupuestos de procedibilidad de la acción consiste justamente en que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial
, lo cual no ocurrió en el presente caso.

6.11.  Así las cosas, como quiera que el accionante alega una vía de hecho administrativa, esta Sala observa que la Superintendencia de Industria y Comercio para proferir los Autos Nos.112144 del 1º de diciembre de 2016 y No.118830 del 22 de diciembre de 2016 ha seguido la normatividad que lo somete y que se encuentra establecida en la Decisión Andina 486 de 2000 “Régimen Común Sobre Propiedad Industrial” de la Comisión de la Comunidad Andina, por lo que no se puede inferir que la misma sea arbitraria o con fundamento en la mera voluntad de esa Superintendencia.  En tal virtud, le asiste al accionante igualmente, la posibilidad de solicitar en el trámite de las acciones contenciosas, la suspensión provisional de la  Decisión antes aludida que considera lesiva de los derechos alegados, como medida cautelar con la idoneidad y eficacia suficiente para evitar un perjuicio, lo que hace improcedente la demanda de amparo, según lo dispuesto en el artículo 6º numeral 5º del Decreto 2591 de 1991, toda vez que la Decisión 486 de 2000 se trata de un acto administrativo de contenido general, impersonal y abstracto.

6.12. De acuerdo a lo anterior, lo que el accionante discute por esta vía en contra de una entidad pública, como lo es la Superintendencia de Industria y Comercia, puede ser debatido promoviendo la respectiva demanda en la vía ordinaria con las medidas cautelares, las cuales tienen la misma eficacia que la acción de tutela, tal como lo concluyó el Consejo de Estado
 cuando revocó la tutela que inicialmente había amparado los derecho políticos del Alcalde de Bogotá, quien posteriormente, acudió a la jurisdicción contencioso administrativa, obteniendo la suspensión provisional del acto de destitución y el reintegro al cargo, así;

(…) En estos términos, se concluye que: i) lo que ahora se discute a través de la acción de tutela se podrá discutir promoviendo el proceso de nulidad o nulidad y restablecimiento del derecho, teniendo en cuenta que: ii) que la suspensión provisional del nuevo código tiene la misma prontitud y eficacia protectora que la acción de tutela, por varias razones: a) porque se decide al iniciar el proceso, b) procede para evitar un “perjuicio irremediable”; y iii) porque la contradicción que se exige para suspender el acto administrativo ya no tiene el rigor y la exigencia del pasado: que sea ostensible; de hecho se puede hacer un estudio complejo para concluirlo.

(…)

Inclusive y ante el hipotético argumento sobre la ineficacia de la medida, dada la exigencia de que se agote el requisito de procedibilidad referido a la conciliación previa a la admisión de la demanda, es evidente que el juez de lo contencioso administrativo pueda admitir la posibilidad de que el accionante presente la demanda y la solicitud de medida cautelar previamente al agotamiento de la conciliación prejudicial, al tenor de lo dispuesto por el artículo 234 de la Ley 1437 de 2011, que regula las medidas cautelares de urgencia:  “Desde la presentación de la solicitud y sin previa notificación a la otra parte, el Juez o Magistrado Ponente podrá adoptar una medida cautelar”.   (Subrayas propias)
6.13. Se insiste entonces, que la existencia de un medio judicial excluye la posibilidad de acudir con éxito a la acción de tutela, que por su naturaleza subsidiaria sólo puede ser utilizada en ausencia de otro mecanismo de protección, descartando la posibilidad de amparar los derechos fundamentales reclamados ni siquiera de manera transitoria, si se tiene en cuenta que en el caso sub examine no se demostró la existencia de un perjuicio irremediable, pues la actuación ante la Superintendencia de Industria y Comercio se encuentra en trámite por cuanto aún no se ha pronunciado de fondo; en tal virtud, el afectado tendrá la posibilidad de demandar dentro de ese procedimiento el respeto de las garantías constitucionales, máxime si promovió una acción de levantamiento de las citadas medidas cautelares, según lo expuesto en el escrito de impugnación del fallo de tutela.
Por lo discurrido, se revocará  el fallo proferido por el Juzgado tercero Penal del Circuito de Pereira, Risaralda. 

DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, en  Sala dual de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de tutela proferida el 13 de febrero de 2017 por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por el apoderado judicial del representante legal de la sociedad Saint George School Pereira S.A.S. en contra de la Superintendencia de Industria y Comercio Delegatura para Asuntos Jurisdiccionales, en consecuencia SE DECLARA IMPROCEDENTE el amparo invocado, de conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
(Con  impedimento)
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


�   Sobre el particular, en la sentencia C-830 de 2001, M.P. Jaime Araujo Rentería, se advierte que “La separación de poderes no es sino la forma clásica de expresar la necesidad de distribuir y controlar respectivamente el ejercicio del poder político. Lo que corrientemente, aunque erróneamente, se suele designar como la separación de los poderes estatales, es en realidad la distribución de determinadas funciones estatales a diferentes órganos del Estado”.  


� Ver sentencia T-1102 de 2005.


� Sentencias T- 743/02,  T-215/00, T–262/98, entre otras.


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencias C-590 del 8 de junio de 2005 y T-332 del 4 de mayo de 2006 de la Corte Constitucional. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencias del 10 de julio y 14 de agosto de 2007 (radicados 31.781 y 32.327). 


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 5 de marzo de 2014. Actor Gustavo Francisco Petro Urrego vs. Procuraduría General de la Nación. Radicación 25000-23-42-000-2013-06871-01
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